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PALABRAS CLAVES: competencia, conflicto, estado social de derecho, 
Jurisdicción,  jurisdicción especial indígena 
 
DESCRIPCIÓN: El presente artículo, tiene como objeto analizar la Jurisdicción 
Ordinaria existente en el ordenamiento nacional y en especial determinar los 
elementos constitutivos de la Jurisdicción Especial Indígena, toda vez que es 
importante precisar que pese a existir su reconocimiento formal desde la 
declaración del  Estado Colombiano como social de derecho, parece ser que no 
hay una normatividad específica referente a la resolución de conflictos, en donde 
una de las partes sea miembro de una comunidad indígena, lo que se ve 
referenciado en los diferentes pronunciamientos de la Corte Constitucional, 
dejando en evidencia el conflicto de competencias existente, pues aunque se 
supone que la infracción sería sancionada por sus propias autoridades, en muchas 
oportunidades la misma resulta estar en conocimiento de la jurisdicción ordinaria 
nacional 
 
METODOLOGÍA:  Se utilizó una metodología analítica, interpretativa y crítica 
sobre el juzgamiento de miembros indígenas desde la perspectiva de la 
jurisdicción especial y el tratamiento que le da la jurisdicción ordinaria nacional 
 
CONCLUSIONES: El Estado colombiano brinda una nueva concepción del 
entendimiento de las comunidades aborígenes alrededor de todo el país a través 
de algunos artículos constitucionalmente avalados por la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991, de tal manera que quienes eran denominados salvajes en 
algún momento histórico, hoy en día son reconocidos y protegidos por el 
ordenamiento jurídico nacional, existe un claro incumplimiento desde  dicha 
declaración constitucional, que consiste en la prometida ley de coordinación ante 
el conocido pluralismo jurídico al que se enfrentan día a día los órganos 
“competentes” para conocer y juzgar los casos producto de una infracción en 
donde no hay claridad ni un referente normativo contundente que permita 
determinar sin lugar a dudas el procedimiento, la jurisdicción y la competencia 
aplicable a cada caso en particular. 
 
La inexistencia de tal coordinación es una reiterada vulneración de derechos 
fundamentales a las minorías étnicas que se pretende proteger con el 
otorgamiento del fuero indígena. En el evento de que un miembro de  una de estas 
comunidades se encuentre involucrado en la comisión de un delito, debe ser 
sancionado y para ello hay que entrar a analizar si puede ser acreedor del fuero, 
es por esto que se analiza si cumple con un elemento personal, en donde se 
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constata su identificación como aborigen al igual que el elemento geográfico, el  
cual existirá siempre y cuando la acción reprochable haya sido cometida al interior 
de su territorio. 
 
Reunir los requisitos anteriores no será suficiente para el indígena, pues 
posteriormente deben ser analizadas situaciones concretas como la interacción, 
su posible adecuación con las costumbres de la sociedad occidental, su 
entendimiento y, si realmente tiene conciencia de que su actuar no es correcto y 
por ende es reprochable. Circunstancias que podrían llevar al integrante del grupo 
étnico a perder su protección constitucional, conducido a ser juzgado frente a un 
operador de la jurisdicción ordinaria, o al contrario, se pueden presentar casos en 
donde la negligencia del juez que asume su conocimiento enfrenta al individuo a 
una jurisdicción que no le corresponde pese a cumplir con los mencionados 
elementos, siempre que estos no se tengan en cuenta en su momento, 
presentándose, de esta forma, la citada vulneración de derechos como el debido 
proceso, la legalidad y el juez natural, entre otros. 
 
Por otro lado sigue presente e inconclusa la inquietud que no ha podido ser 
resuelta por los doctrinantes y la misma Corte Constitucional, relacionada 
directamente con la existencia de los limitantes a la jurisdicción indígena, en 
especial el referente a los derechos humanos reconocidos nacional e 
internacionalmente, siendo entonces importante recordar la potestad otorgada 
mediante el artículo 246 de la Carta Política en donde se establece que las 
comunidades indígenas actuaran conforme a sus propias normas y 
procedimientos, siempre y cuando estas no estén en contraposición con 
presupuestos legales y constitucionales, lo que crea un evidente conflicto si se 
tiene en cuenta que las tradiciones sancionatorias aborígenes son tildadas de 
degradantes por la sociedad occidental, motivo por el cual los tratos inhumanos 
están prohibidos en el ordenamiento colombiano, sin embargo, sentencias como la 
T-527 de (1997) exhortan la validez de algunos procedimientos como “el fuete y el 
cepo”, siempre y cuando dichas prácticas hayan sido incluidas con anterioridad en 
cada uno de sus sistemas normativos. 
 
Referirse a disposiciones normativas indígenas conlleva a otro conflicto, si bien es 
cierto que con el paso del tiempo dichas comunidades se han “civilizado” y 
“culturizado”, esto no debe entenderse como una negativa a que se conserven 
algunas de sus tradiciones, como la oralidad en la mayoría de sus actuaciones, 
motivo por el cual son muy pocas las tribus que cuentan con su propio derecho 
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positivo, haciendo improcedente en algunas oportunidades sus prácticas punitivas 
por no estar codificadas, según lo establecido en la citada sentencia. 
 
Es preciso reconocer a las tribus “Pastos”, “Sikunai” y los “Embera-Chami” como 
unas de las pioneras en plasmar por escrito sus procedimientos y sanciones. 
 
Por consiguiente en la actualidad, pese a haber transcurrido más de dos décadas 
aún existen vacíos normativos frente al conflicto de competencias y ordenamientos 
jurídicos en donde están involucradas las comunidades indígenas, evidenciando 
una permanente vulneración de sus derechos constitucionalmente reconocidos al 
no ponerse en funcionamiento la ley de coordinación correspondiente. 
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